ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DECONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE – Inexistencia /  CUANTÍA PARA DETERMINAR LA COMPETENCIA – No hay postura unificada sobre el tema
[A]un cuando no existe una regla de derecho pacífica y unificada sobre la determinación de la competencia por el factor de la cuantía, de cara a los perjuicios materiales consolidados y futuros en los casos en que se pretende la indemnización de un daño a través del medio de control de la reparación directa, lo cierto es que la posición reiterada y más reciente de la Sección Tercera de esta Corporación, obedece a la que acogió el Tribunal demandado. Así, existe la postura reiterada según la cual, para establecer la competencia por la cuantía de las pretensiones, deberá tenerse en cuenta únicamente los perjuicios materiales presentes, al momento de radicarse la demanda, lo que excluye cualquier reclamación que se cause después o a futuro. (…) la que fue acogida por la autoridad judicial demandada corresponde a la que se ha reiterado con mayor vehemencia por esta Corporación, y resulta ser la más reciente tesis expuesta por la Subsección A de la referida Sección. (…) [N]o observa la Sala que con la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se sacrifiquen principios constitucionales, como la doble instancia o el juez natural de la causa, de manera que, sería excesivo y, desprovisto de cualquier habilitación legal, que este juez de tutela conociera una discusión que le corresponde zanjar única y exclusivamente al juez contencioso administrativo. 

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTÍCULO 157 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA
Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO
Bogotá, D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-01507-01(AC)

Actor: GUSTAVO CARMELO OVIEDO MARTÍNEZ
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN A
Decide la Sala la impugnación presentada por la parte actora contra el fallo del 10 de septiembre de 2018, proferido por la Sección Cuarta de esta Corporación, a través del cual se negó el amparo de tutela deprecado.

ANTECEDENTES

1. Petición de amparo constitucional 

Mediante escrito recibido en la Secretaría General del Consejo de Estado, el 10 de mayo de 2018, el señor Gustavo Carmelo Oviedo Martínez, actuando en nombre propio, presentó solicitud de amparo constitucional en contra del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, con ocasión de la providencia del 26 de abril de 2018 proferida por dicha Corporación en el proceso de reparación directa con el radicado 25000-23-36-000-2018-00138-00, mediante la cual se resolvió “no reponer el auto del 8 de marzo de 2018 que ordenó remitir este expediente a los  juzgados administrativos del circuito”.

En concreto, preciso lo siguiente:

«se profiera orden amparadora de mis derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y buena fe, que ordene al Tribunal Administrativo de Cundinamarca MP. Alfonso Sarmiento Castro, conocer del proceso ya referido en atención a la competencia –cuantía señalada en el libelo de la misma».

La solicitud tuvo como fundamento los siguientes

2. Hechos 

Comentó que, a través de apoderado judicial, interpuso demanda de reparación directa por los perjuicios que se le ocasionaron por el tortuoso secuestro al que se vio sometido durante aproximadamente 3 años, como consecuencia del ataque guerrillero ocurrido el 21 de mayo de 1998, tras combates con guerrilleros del bloque sur de las FARC, en el corregimiento de Pavarando, Mutatá, Antioquia, producto de una falla en el servicio.

Aseguró que lo anterior se presentó con ocasión a la falta de “contrainteligencia militar”, la mala organización y coordinación estratégica, la reacción de apoyo y la carencia de armamento apropiado por parte de la fuerza pública para un eventual enfrentamiento de las proporciones en las cuales se produjo y que causó un daño continuado que ha perdurado a lo largo del tiempo, afectando distintos ámbitos de su vida personal y familiar.

Indicó que mediante proveído del 8 de marzo de 2018 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, corporación en la que fue radicada la referida demanda, declaró su falta de competencia para tramitar el proceso y ordenó su remisión a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá.

Precisó que el 15 de marzo de 2018, su apoderado interpuso recurso de reposición contra el auto del 8 de marzo de 2018 y, en su lugar, solicitó que se declarara la competencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca con la finalidad de que conociera del proceso radicado ante esa corporación el 21 de marzo de 2018.

Sostuvo que la providencia recurrida concluyó la falta de competencia de esa Corporación, por el factor de la cuantía, luego de apreciar la pretensión de tipo material parcialmente, esto es, teniendo en cuenta únicamente el valor de lucro cesante consolidado, por considerar que la solicitud por lucro cesante futuro no se había causado al momento de presentación de la demanda.

Señaló que el Tribunal en comento profirió auto el 26 de abril de 2018, mediante el cual resolvió no reponer la decisión adoptada, relativa a la falta de competencia de esa autoridad judicial para conocer del asunto y ordenó remitir el proceso a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá.

Anotó que en dicha providencia se expuso que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo era claro al expresar que para determinar la cuantía se tendrá en cuenta el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, que de conformidad con la norma y la jurisprudencia citada era preciso que solo se debían tener en cuenta los perjuicios materiales consolidados al momento de presentarse la demanda.

3. Sustento de la vulneración

La parte actora sostuvo que se vulneraron sus garantías constitucionales, pues a su juicio, con la providencia cuestionada se denegó el acceso a la administración de justicia y a la igualdad entre otros derechos fundamentales.

Expuso que el Tribunal demandado aplicó indebidamente el artículo 157 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que consideró que cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, la cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años, razón por la cual sostuvo que el lucro cesante consolidado se debía calcular únicamente por 36 meses.

Comentó que la Sección Tercera del Consejo de Estado ha resuelto el tema de la competencia por el factor de la cuantía, a la luz de lo dispuesto por la Ley 1437 de 2011 y definió que se deberá tener en cuenta la suma de lo solicitado por daño emergente presente y futuro y lucro cesante pasado y futuro, en tanto dichos pedimentos conforman la pretensión material de la demanda.

Indicó que, conforme a lo anterior, la providencia acusada incurrió en desconocimiento del precedente del Consejo de Estado, al interpretar de manera inadecuada el factor de competencia por la cuantía del asunto que se pretendía tramitar a través del proceso de reparación directa.

Citó la providencia del 9 de diciembre de 2013 de la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 500012331000201200196, en la cual se consideró frente al tema del lucro cesante futuro que no pueden concebirse como accesorios, razón por la cual se deben tener en cuenta por el juez para efectos de la determinación de la cuantía del proceso.

Indicó que a través de auto de 3 de marzo de 2014, el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo se pronunció puntualmente sobre la competencia del factor de la cuantía, en un asunto en vigencia de la Ley 1437 de 2011, en el expediente con radicado 2013-000671-00 y precisó que “en los procesos de reparación directa y contractuales, la cuantía de determinará por la sumatoria de las pretensiones de índole material o patrimonial, sin que se puedan adicionar valores deprecados a título de perjuicios inmateriales, no es preciso que se identifique o establezca la pretensión mayor individualmente considerada, sino que corresponderá a la sumatoria de las pretensiones materiales o patrimoniales que se formulen de manera razonada en la demanda y no es necesario diferenciar los criterios subjetivos y objetivos de acumulación de pretensiones, sino que, bastará con establecer el resultado final que arroje la suma de todas las peticiones contenidas en el libelo introductorio al momento de su presentación sin tener en cuenta frutos o intereses causados con posterioridad al mismo”.

Adujo que en asunto similar se pronunció el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, expediente 2017-00569-00 del 18 de abril de 2017, cuando resolvió la acción de tutela contra los proveídos de 10 de noviembre de 2016 y 23 de febrero de 2017 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que declaró la falta de competencia por el factor cuantía respecto del medio de control de reparación directa y dispuso su envío a los juzgados administrativos de Bogotá.

Explicó que en la demanda se solicitó como mayor pretensión de índole material, compuesta por el lucro cesante (consolidado y futuro) ocasionado, calculado en 650.2 salarios mínimos legales mensuales vigentes, al momento de la presentación de la demanda, rubro que para los efectos del artículo 157 del CPACA, establece la cuantía del proceso y la competencia en cabeza de los Tribunales Administrativos.

Argumentó que no es aceptable dar el tratamiento a los valores pretendidos por concepto de daño emergente futuro y lucro cesante, de frutos e intereses posteriores a la radicación del libelo introductorio, pues lo cierto es que estos ya se encuentran determinados según las reglas de liquidación dispuestas por el Consejo de Estado, de manera que son una pretensión concreta y calculada al momento de la presentación de la demanda.

Sustentó que la providencia acusada resulta contradictoria en sus consideraciones, pues señala que para efectos de determinar la cuantía únicamente se debe tener en cuenta el lucro cesante consolidado, sin embargo, al analizar la liquidación que se hizo en la demanda se establece que el lucro cesante consolidado es superior a los 500 salarios mensuales legales vigentes que, de acuerdo con lo que establece la norma, la competencia radicaría en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

Sostuvo que, en aras de garantizar el derecho a la igualdad, solicita que se aplique el auto del 3 de marzo de 2014, antes referido, en el que se estudió un caso idéntico fácticamente al que se analiza en esta oportunidad.

4. Trámite de la solicitud de amparo
Mediante auto del 24 de mayo de 2018 se admitió la solicitud de tutela y se ordenó notificar al demandante, a los magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, a los señores Francisco Javier Hernández Barrios, Yonatan Miguel Moreno Orozco, Roque Antonio Montilva Quintero, Tirso Moreno Robledo, Jaime Rodríguez Valbuena, Jaidis Alfonso Fajardo González, Francisco Javier Negrete Mendoza y Patricio Miguel Ospino, como terceros interesados en las resultas del proceso así como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (f. 34).

Finalmente, entre otros asuntos, se solicitó a la oficina Judicial de Reparto de Bogotá de los Juzgados Administrativos, que remitiera en calidad de préstamo el expediente correspondiente al proceso de la reparación directa y se reconoció personería para actuar al apoderado de los accionantes.

Por auto del 19 de junio de 2018, el magistrado ponente de la Sección Cuarta, ordenó vincular al presente trámite tutelar a todos los demandantes que hicieron parte del proceso de reparación directa, y que se omitieron en la providencia antes referida (f. 55).

5. Argumentos de defensa

5.1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A
La autoridad judicial demandada, mediante el magistrado ponente de las providencias del 8 de marzo y 26 de abril de 2018, dictadas en el proceso de reparación directa promovido por el actor, contestó la tutela en los siguientes términos:

Expuso que el título IV de la Ley 1437 de 2011 regula en detalle la distribución de competencias del Consejo de Estado, Tribunales y Jueces Administrativos, la determinación de competencias por razón del territorio y por factor de la cuantía.

Destacó que el Consejo de Estado ha definido la competencia como la facultad que tienen un juez para ejercer, por autoridad de la ley y en determinado asunto, la jurisdicción que corresponde o como la medida con base en la cual se distribuye la jurisdicción que corresponde o como la medida con base en la cual se distribuye la jurisdicción entre las distintas autoridades que la integran y cuya determinación atiende a factores universales que garantizan que el asunto debatido será conocido por el juez más cercano a quienes aspiran a obtener un pronunciamiento de la rama judicial del poder público.

Anotó que existen varios criterios para definir la competencia judicial entre los que se encuentra el objetivo, subjetivo, funcional y territorial. La diferenciación del objetivo y subjetivo radica tanto en el hecho de saber en qué medida la calidad personal o institucional de uno de los sujetos parte de la controversia influye en la asignación del juez competente. Por el contrario, cuando es inútil la calidad de alguno de los sujetos para determinar el conocimiento del asunto es cuando se está en presencia del factor objetivo, que se materializa tanto a partir de la naturaleza del asunto y por la estimación razonada de la cuantía. Igualmente se encuentra el factor funcional que determina si corresponde a un asunto de única o doble instancia.

Sostuvo que en la misma oportunidad el Consejo de Estado señaló que las reglas de competencia materializan el principio, adscrito al derecho fundamental del debido proceso, del juez natural, esto es, la garantía de conocer con antelación un juez prestablecido y, además, fijan parámetros que brindan seguridad jurídica al momento de precisar el juez al que corresponderá el conocimiento y decisión de un proceso contencioso administrativo.

Comentó que, en efecto, el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011 prevé la competencia por razón de la cuantía, y señala que se determinará por el valor de la multa impuesta o perjuicios causados, sin que pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que sean los únicos que se reclamen. Asimismo, se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad a la presentación de aquella.

Indicó que en este asunto, se consideró que la pretensión mayor equivalía a $348.727.880, por cuanto los otros conceptos, corresponden a perjuicios reclamados como futuros, perjuicios morales y extrapatrimoniales, que no pueden ser objeto para determinar la cuantía según la normativa estudiada. Así, para la competencia por factor de la cuantía solamente se tendrán en cuenta los perjuicios causados hasta la fecha de presentación de la demanda, toda vez que los demás aún no han sido causados.

Explicó que para que la competencia de un asunto se radique en el Tribunal en primera instancia, es necesario que la pretensión mayor del proceso supere los 500 SMLMV, que en todo caso, como ya se señaló no puede ser relativa a perjuicios morales, daño a la vida en relación, ni lucro cesante futuro, por exclusión expresa del artículo 157 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Indicó que en el proceso objeto de controversia se determinó que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca no era competente en primera instancia por el factor de la cuantía. En ese sentido, y en atención a que excepcionalmente se pueden controvertir decisiones por vía de tutela, se debe declarar improcedente la solicitud de amparo, más si se advierte que no se ha incurrido en vías de hecho susceptible de control constitucional, pues la declaración de falta de competencia fue producto de la aplicación de la ley.

Aseguró que no se denegó el derecho de acceso a la administración de justicia, pues el proceso se remitió a los Juzgados Administrativos de Bogotá, quienes son competentes para conocer del asunto ventilado por el actor, a través del medio de control de reparación directa.

Alegó que dado que no se han vulnerado los derechos fundamentales y no se evidencia una vía de hecho, un pronunciamiento del juez constitucional afectaría el principio de autonomía e independencia judicial, transformando la acción de tutela en una tercera instancia en los eventos en que el criterio del juez natural del caso no sea compartido por las partes del proceso. En atención a los principios constitucionales como cosa juzgada, seguridad jurídica, garantía de la independencia judicial, la posibilidad de controvertir las providencias judiciales mediante la acción de tutela es de carácter excepcional.

Manifestó que el Consejo de Estado en la sentencia de tutela del 5 de julio de 2018 (sin precisar el radicado), al examinar un asunto similar al que se estudia en esta oportunidad, indicó que el lucro cesante futuro es un perjuicio que se causa con posterioridad a la presentación de la demanda y en tal sentido no puede tenerse en cuenta para efectos de determinar la cuantía. Entonces, si bien existen sentencias que señalan que el lucro cesante está compuesto tanto por el consolidado como por el futuro, y ambos deben observarse para efectos de determinar la cuantía, no existe un criterio unificado en la Sección Tercera al respecto y, en esa medida, el operador jurídico, en desarrollo de su autonomía judicial podrá acoger la posición que considere pertinente.

6. Sentencia de primera instancia

La Sección Cuarta de esta Corporación, mediante sentencia del 10 de septiembre de 2018, denegó el amparo de tutela deprecado.

Como fundamento de dicha decisión, expresó en resumen lo siguiente: 

Anotó que con el objeto de establecer si se configuró el desconocimiento del precedente endilgado, se citaría en extenso el análisis que efectuó el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, en la providencia del 26 de abril de 2018.

Comentó que revisado el expediente, se advierte que en el recurso de reposición instaurado contra el auto del 8 de marzo de 2018, el demandante citó las mismas providencias que invocó en la tutela como precedente desconocido al resolver el recurso.

Indicó que en relación con esa postura, el Tribunal demandado sustentó su tesis en el precedente del Consejo de Estado y en la aplicación del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011.

Apuntó que es importante destacar que en el Consejo de Estado existen posturas diversas en relación con la posibilidad de incluir el valor pretendido por concepto de lucro cesante futuro en el cálculo de la cuantía del proceso y posterior determinación de la competencia de la autoridad judicial.

Señaló que, en tales condiciones, el auto del 26 de abril de 2018 no incurrió en desconocimiento del precedente invocado por el actor.

Argumentó que al no existir en la Corporación una postura consistente y unificada sobre el asunto, no podría hablarse de un precedente judicial vinculante para la autoridad judicial, y por lo tanto, está facultada para acoger el criterio que estime más ajustado a derecho. En tal sentido, el tribunal demandado analizó esos criterios diversos y explicó, de manera razonable y suficiente, los motivos por los que no acogía lo pretendido por el demandante.

7. La Impugnación

El actor, inconforme con la decisión, la impugnó en el término legal correspondiente. Como fundamento de dicho recurso expresó lo siguiente:

Aseguró que, la decisión de negar el amparo solicitado resulta violatoria y contradictoria a la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en el sentido de señalar que, para efectos de determinar la competencia en razón de la cuantía, el lucro cesante futuro no es accesorio y se debe tener en cuentas con miras a determinar la competencia.

Sustentó que el argumento según el cual la autoridad judicial podía decantarse por la tesis que considerara más razonable, ante la divergencia de posturas sobre la manera en que debe concebirse el lucro cesante futuro para determinar la cuantía del proceso y, con ello, la competencia del juez, no es de recibo, pues existen múltiples y reiterados pronunciamientos que adoptan la postura que se expone en la demanda de tutela.

Refirió nuevamente la providencia del 9 de diciembre de 2013, dictado por la Sección Tercera, Subsección A del Consejo de Estado, en el expediente 50001-23-31-000-2012-00196-01, en el que se consideró frente al tema de lucro cesante futuro que éste no debe tenerse como accesorio, por lo que debe tenerse en cuenta por el juez para determinar la cuantía del proceso.

Citó una providencia del 2 de febrero de 2001, en el expediente 1984 dictado por la Sección Tercera del Consejo de Estado, en la cual se sostuvo que el lucro cesante futuro era un perjuicio principal, razón por la que debía tenerse en cuenta para estimar la cuantía a efectos de determinar el juez competente.

Resaltó que la estimación razonada de la cuantía se hizo con base en las fórmulas que utiliza normalmente el Consejo de Estado para liquidar este tipo de perjuicios, razón por la cual no se entiende, por qué el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se apartó de dicho precedente, sin justificación alguna.

8. Trámite en segunda instancia

Estando el expediente al despacho para fallo, el magistrado ponente advirtió que, el Juzgado Treinta y Uno Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bogotá no fue notificado de la presente acción de tutela, en su calidad de tercero con interés en las resultas del proceso, toda vez que fue dicho despacho judicial al que le correspondió por reparto en primera instancia, el proceso de reparación directa promovido por el accionante y que, a juicio del actor de la presente tutela, debió conocer y tramitar en esa instancia el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

De manera que, mediante auto del 22 de octubre de 2018, se ordenó notificar al referido despacho de la presente acción de tutela para que alegara o saneara la nulidad en comento.

Una vez notificado el Juzgado 31 Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bogotá (f. 128), el mismo guardó silencio, con lo que se entiende que la posible nulidad que presentaba el proceso, quedó saneada.

I. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia


La Sala es competente para conocer de la impugnación presentada contra la sentencia de primera instancia por la Sección Cuarta de esta Corporación, de conformidad con los artículos 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015 y el artículo 2 del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si hay lugar a confirmar, revocar o modificar la decisión de declarar improcedente la acción de tutela impetrada.

Para el efecto, se deberá establecer si las providencias acusadas por el actor, mediante las cuales se ordenó remitir por competencia el proceso de reparación directa promovido por el accionante a los Juzgados Administrativo de Bogotá, incurrieron en un defecto por desconocimiento del precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado, al considerar que, el lucro cesante futuro y demás perjuicios reclamados que no sean presentes, para el momento de radicarse la demanda, no deben tenerse en cuenta de cara a la estimación razonada de la cuantía, como factor de asignación de la autoridad competente.

Para abordar el problema jurídico planteado se analizarán los siguientes aspectos: i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, y ii) el fondo del reclamo.

3. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

De conformidad con el precedente jurisprudencial proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
, mediante el cual unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, conforme al cual: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.»
. 

La Corporación ha modificado su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, es necesario estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento por la jurisprudencia, como expresamente lo indica la decisión de unificación. 

Así, ahora es importante precisar bajo qué parámetros se hará ese estudio, pues la sentencia de unificación se refirió a los «…fijados hasta el momento jurisprudencialmente…». 

Es claro que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 constitucional y, por ende, la procedencia de esta acción constitucional contra providencia judicial no puede ser ajena a esas características. 

La Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo (procedencia sustantiva) y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto (procedencia adjetiva).

En tales condiciones, debe verificarse en primer término que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad, a saber: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez y iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. 

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la Sección declarará improcedente el amparo solicitado y no entrará a analizar el fondo del asunto.

En caso contrario, en el evento en que el asunto supere dichos requisitos, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Al respecto, resulta del caso reiterar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una «tercera instancia» que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

4. Caso concreto
Para la parte actora, sus derechos fundamentales fueron desconocidos con ocasión de las providencias del 8 de marzo y 26 de abril de 2018, proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, mediante las cuales ordenó remitir la demanda de reparación directa presentada por el accionante, a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, por carecer de competencia por el factor de la cuantía.

A juicio del tutelante, la autoridad judicial acusada desconoció sus derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la administración de justicia y a la igualdad, por cuanto las providencias atacadas incurrieron en el desconocimiento del precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado, al considerar que, para efectos de determinar la competencia por la estimación razonada de la cuantía, solo podían tenerse en cuenta los perjuicios presentes al momento de presentar la demanda, lo que excluía el lucro cesante futuro.

Sobre el particular, la Sección Cuarta denegó el amparo de tutela deprecado al considerar que, en el Consejo de Estado existen posturas diversas en relación con la posibilidad de incluir el valor pretendido por concepto de lucro cesante futuro en el cálculo de la cuantía del proceso y posterior determinación de la competencia de la autoridad judicial, razón por la cual, al no existir en la Corporación una postura consistente y unificada sobre el asunto, no podría hablarse de un precedente judicial vinculante para la autoridad judicial y, por lo tanto, estaba facultada para acoger el criterio que estimara más ajustado a derecho.

Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó al considerar que, contrario a lo afirmado por el a quo existen múltiples y reiterados pronunciamientos que adoptan la postura que se expone en la demanda de tutela, esto es, que el lucro cesante futuro era un perjuicio principal, no accesorio, razón por la que debía tenerse en cuenta para estimar la cuantía a efectos de determinar el juez competente.

Así las cosas, procede la Sala a determinar si, en efecto, al recurrente le asiste razón sobre el presunto desconocimiento del precedente de esta Corporación por parte de la autoridad judicial demandada.

Según se tiene, la posición que ha sostenido esta Sala frente a un presunto defecto por desconocimiento de precedente, corresponde al siguiente:

«…es la decisión, o el conjunto de decisiones, que sirven de referente al juez que debe pronunciarse respecto de un asunto determinado, por guardar una similitud en sus presupuestos fácticos y jurídicos, y respecto de los cuales la ratio decidendi constituye la regla… que obliga al operador jurídico a fallar en determinado sentido’
, y que el desconocimiento de éste se materializa ‘…cuando el fallador -Alta Corporación-, sin motivación - omite referirse a un caso anterior- o sin una motivación suficiente y razonable, decide separarse o modificar la subregla de derecho expuesta por él en un caso anterior, o cuando el juez de inferior jerarquía no lo aplica pese a estar obligado a ello»
.

Es importante tener en cuenta que la Corte Constitucional se ha referido al precedente de la siguiente manera:

«La Corte Constitucional se ha referido a la figura del precedente como el conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de resolver, el cual debe considerar necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de dictar sentencia, teniendo en cuenta su pertinencia para la resolución de un problema jurídico. El precedente debe ser anterior a la decisión en la que se pretende aplicar y, además, debe presentarse una semejanza de problemas jurídicos, escenarios fácticos y normativos.»
 (negrita fuera del texto).
De modo que, para que prospere el defecto por desconocimiento del precedente, éste debe acreditarse con un pronunciamiento –o varios- que sirvan de referencia al juez de la causa, respecto de un determinado asunto.

En el caso bajo estudio, el actor invocó como precedentes desconocidos por la autoridad judicial demandada, los siguientes:

· Providencia del 9 de diciembre de 2013, de la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado M.P. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 50001233100020120019601.

· Providencia del 3 de marzo de 2014, Consejo de Estado Sección Tercera, radicación 2013-00671-00 M.P. Enrique Gil Botero

· Providencia del 18 de abril de 2017, Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, expediente 2017-00569-00 del 18 de abril de 2017, en el marco de una acción de tutela contra los proveídos del 10 de diciembre de 2016 y 23 de febrero de 2017 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que declaró la falta de competencia por el factor cuantía, en un proceso de reparación directa.

Sobre esta última providencia, es importante aclarar que, al tratarse de un asunto de tutela, que tiene efectos inter partes y que además, no es vinculante, puesto que, como se indicó en párrafos atrás, el precedente debe crear una regla de derecho susceptible de ser aplicada a supuestos fácticos similares, regla que debe proferirse por una alta corporación.

De manera que dicha providencia no tiene el tratamiento de “precedente” en los términos anotados, por lo que no puede tenerse en cuenta para efectos de adoptar una decisión.

De otro lado, se precisa que solo se tendrán en cuenta los precedentes invocados en la demanda de tutela, sin que las providencias adicionales invocadas en la impugnación puedan considerarse por este juez constitucional, en garantía de los derechos de defensa de las demás partes procesales.

Claro lo anterior, resulta necesario verificar el contenido de las providencias acusadas y con ello cotejarlas con el precedente que la parte actora alega fue desconocido por la autoridad judicial demandada.

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante auto del 8 de marzo de 2018, determinó:

“Visto lo anterior, la Sala considera que la determinación de la cuantía en una acción ordinaria ejercida por el medio de control de reparación directa debe responder a la estimación razonada que se efectúe en la demanda, sin que puedan considerarse para el efecto, los perjuicios reclamados como morales, a excepción de que sea la única petición.

Adicionalmente, cuando se acumulen pretensiones que por su naturaleza sean disímiles o tengan origen diferente, o se formulen pretensiones por varios demandantes, se tendrá en cuenta para la determinación de la cuantía únicamente la pretensión mayor, lo que significa que no se podrán sumar o acumular las pretensiones con el objeto de elevar la valoración de la cuantía.

Además, la cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo o momento de la demanda, sin que se pueda extender la cuantificación a los perjuicios reclamados que se causen o generen con posterioridad a la presentación de la acción.

(…) Visto lo anterior, es necesario reiterar que la determinación de la mayor pretensión en el presente asunto, conforme lo dispone el artículo 157 del CPACA, se efectuará individualizando cada una de las peticiones invocadas y cuando se acumulen pretensiones que por su naturaleza sean disímiles o tengan origen diferente, o se formulen pretensiones por varios demandantes, se tendrá en cuenta para la determinación de la cuantía únicamente la pretensión mayor, lo que significa que no se podrán sumar o acumular pretensiones con el objeto de elevar la valoración de la cuantía, como tampoco tenerse en cuenta los conceptos como frutos, intereses, multas o los perjuicios reclamados como accesorios, ni posteriores o futuros a la presentación de la demanda, ni lo reclamado por daño moral o extrapatrimonial cuando se soliciten otras indemnizaciones

Así las cosas, la Sala debe dar aplicación a la norma antes explicada y precisar que la pretensión de mayor valor que permite determinar la cuantía, hasta la pretensión de la demanda, es la que corresponde al perjuicio material en la modalidad de lucro cesante consolidado, es lo determinado por GUSTAVO CARMELO OVIEDO MARTÍNEZ (secuestrado lesionado) lo cual equivale a una suma de TRECIENTOS OCHENTA Y TRES MILLONES SETECIENTOS DIECISÉIS MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y UN PESOS ($383.716.861) por cuanto, los demás conceptos señalados por la parte actora, corresponden a perjuicios reclamados como futuros, perjuicios morales y extrapatrimoniales, los cuales no pueden ser objeto para determinar la cuantía conforme lo dispone la norma antes referenciada”.

Como se lee, la autoridad judicial acusada consideró que en la demanda de reparación directa presentada por la parte actora, la cuantía estimada, para efectos de determinar la competencia respectiva, solo correspondía a los perjuicios materiales consolidados solicitados por el señor Gustavo Carmelo Oviedo Martínez, con lo que excluyó los perjuicios inmateriales y el lucro cesante futuro, reclamado en la demanda en comento.

Ahora, de cara al recurso de reposición propuesto por el actor contra dicha decisión, el Tribunal, mediante providencia del 26 de abril de 2018 resolvió confirmar la orden de remitir el proceso de reparación directa a los Juzgados Administrativos de Bogotá, por competencia, bajo los siguientes argumentos:

“Examinando nuevamente el libelo de la demanda, la Sala constata que el apoderado de la parte demandante razonó la cuantía teniendo en cuenta la sumatoria de lucro cesante consolidado y futuro determinándola en un momento de $572.686.169 para el demandante Gustavo Carmelo Oviedo Martínez.

Atendiendo lo anterior y lo planteado por el recurrente, en el sentido de que se debe tener en cuenta el lucro cesante futuro, a efectos de determinar la competencia por el factor cuantía, ha sido tesis reiterada de esta Sala que se tomen a esos efectos, únicamente los perjuicios causados hasta la fecha de presentación de la demanda, toda vez que los demás aún no han sido causados, no siendo sable incluirlos, se insiste, a afectos de determinar la competencia.

Si bien, la parte demandante argumenta que los perjuicios materiales a título de lucro cesante futuro no son perjuicios accesorios sino que se trata de principales, la Sala no discute el carácter de principales de este tipo de perjuicios sino que es un perjuicio que se causa con posterioridad a la presentación de la demanda.

En este sentido, el Consejo de Estado ha referido de manera general que no se pueden contabilizar los perjuicios que se causen con posterioridad a la demanda, dándole así una interpretación más amplia a la norma – artículo 157 de la Ley 1437 de 2011- en los siguientes términos:

“Fijado la anterior tesis, la Sala recuerda las demás reglas fijadas por el artículo 157 del CPACA para fijar la cuantía, siendo estas ii) ante la acumulación de pretensiones la cuantía se determina a partir de la mayor pretensión de todas aquellas y iii) se tendrá en cuenta el valor de las pretensiones al tiempo de la presentación de la demanda, descartando la cuantificación de los pedimentos que se generarán con posterioridad a la presentación de esta o los frutos o intereses que se soliciten. Así las cosas, en adelante se tornará innecesario acudir al artículo 20 del Código de Procedimiento Civil o a la norma similar del procedimiento civil a efectos de determinar la cuantía de un asunto, dado que ya se cuenta con unas reglas expresas que se ocupan en su integridad de dicho tema dentro del procedimiento contencioso administrativo”.

De esta manera la Sala encuentra que se debe desechar a efectos de estimar la cuantía, los pedimentos por concepto de perjuicios inmateriales, esto es, perjuicios morales, por violación de derechos humanos, daño fisiológico, daño a la vida de relación y alteración a las condiciones, conforme a lo señalado en el artículo 157 del CPACA en consonancia con la interpretación dada por esta Sala, por lo tanto la base objetiva para determinar la cuantía del asunto está dada i) por los perjuicios materiales, en todo caso, se impone una distinción adicional, pues habida cuenta que existe una acumulación de pretensiones, ii) preciso será tomar de aquellas la de mayor monto individualmente considerada y por último se reitera que iii) no se pueden contabilizar los perjuicios que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda.

(…)”.
De lo anterior, se deduce que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, al resolver el recurso de reposición formulado por la parte actora, precisó que, a efectos de determinar la competencia por el factor de la cuantía, ha sido tesis reiterada de esa Sala de decisión que se tomen únicamente los perjuicios causados hasta la fecha de presentación de la demanda, con fundamento en el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011 y un pronunciamiento del Consejo de Estado sobre el particular.

No obstante lo anterior, el tutelante asegura que la autoridad judicial demandada desconoció el precedente de esta Corporación, en el que se ha reconocido, que para efectos de determinar la competencia por el factor de la cuantía, deben tenerse en cuenta todos los perjuicios materiales que se soliciten al momento de presentarse la demanda, lo que incluye el lucro cesante futuro, en tanto que éstos no pueden considerarse como accesorios, de cara a la norma del artículo 157 del CPACA.

Sobre el particular, mediante providencia del 9 de diciembre de 2013, la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente 50001233100020120019601 –invocada por el actor en la demanda de tutela- consideró:

“Para la Sala resulta claro que los perjuicios que se soliciten al momento de presentación de la demanda por concepto de lucro cesante futuro no son considerados como accesorios, razón por la cual deben ser tenidos en cuenta por el Juez para efectos de determinación de la cuantía del proceso. Se agrega, además, que la Sala también ha aceptado la sumatoria de los perjuicios consolidado y futuro dado que hacen parte del lucro cesante (…)”
Sin embargo, en otro pronunciamiento dictado por esta Corporación el 17 de octubre de 2013, Sección Tercera, Subsección C, expediente 11001-03-26-000-2012-00078-00, citado por la autoridad judicial demandada en la providencia del 31 de mayo de 2018, acusada por el accionante, se puntualizó:

“La Sala debe interpretar el artículo 157 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011, que se encarga de reseñar las reglas que se deben observar a fin de estimar la cuantía cuando sea este el criterio preponderante a la hora de identificar el Juez competente, (…) Según esta disposición la competencia por razón de la cuantía se determina en primer lugar i) por el valor de la multa o de los perjuicios causados. Entiéndase que en la determinación de tal monto el accionante sólo debe considerar aquellos que sean de orden material, pues los demás, cobijados dentro de la categoría de los perjuicios inmateriales, deben ser excluidos de tal raciocinio. Lo anterior, en tanto que la disposición indica: “sin que en ello pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales”. Para llegar a esta conclusión, la Sala precisa que la calificación que hizo el legislador, de excluir los perjuicios morales, se debe interpretar en un sentido extensivo, lo que supone no solo atenerse a lo expresado por dicho rubro en específico sino que cobija también todos aquellos perjuicios que han sido considerados como pertenecientes a la categoría de los inmateriales, pues la finalidad de tal disposición ha sido la de dar relevancia a los perjuicios materiales por ser estos un referente objetivo y preciso de fácil comprobación prima facie. (…) Fijado la anterior tesis, la Sala recuerda las demás reglas fijadas por el artículo 157 del CPACA para fijar la cuantía, siendo estas ii) ante la acumulación de pretensiones la cuantía se determina a partir de la mayor pretensión de todas aquellas y iii) se tendrá en cuenta el valor de las pretensiones al tiempo de presentación de la demanda, descartando la cuantificación de los pedimentos que se generarán con posterioridad a la presentación de esta, o los frutos o intereses que se soliciten. Así las cosas, en adelante se tornará innecesario acudir al artículo 20 del Código de Procedimiento Civil o a norma similar del procedimiento civil, a efectos de determinar la cuantía de un asunto, dado que ya se cuenta con unas reglas expresas que se ocupan en su integridad de dicho tema dentro del procedimiento contencioso administrativo.”

Lo anterior fue ratificado en el auto del 25 de septiembre de 2017, expediente con radicación 15001-23-33-000-2014-00358-01, dictado por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A en el que se precisó lo siguiente:

“Pues bien, en relación con la determinación de la cuantía, el inciso primero del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011 prevé que la misma debe fijarse con base en el valor de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor, sin que pueda considerarse lo solicitado por los perjuicios morales, salvo que sean los únicos que se pidan.

Asimismo, en el inciso tercero de la referida norma se indica que la cuantía se determina por el valor de las pretensiones al momento de la demanda, sin que puedan tenerse en cuenta los frutos, intereses o perjuicios, causados con posterioridad a la fecha de la demanda. (…).

En esta medida, la estimación razonada de la cuantía implica para la parte actora la carga de justificar su monto, por manera que se deben explicar las circunstancias por las que se reclamó determinada suma, para lo cual se podrán allegar los soportes que sirven de fundamento.

De igual forma, conviene señalar que el juez deberá tener en cuenta las manifestaciones contenidas en la demanda, en concordancia con las aportadas para los fines pertinentes, esto, en virtud de la facultad de interpretación del escrito inicial.”

De esta confrontación, la Sala advierte que, aun cuando no existe una regla de derecho pacífica y unificada sobre la determinación de la competencia por el factor de la cuantía, de cara a los perjuicios materiales consolidados y futuros en los casos en que se pretende la indemnización de un daño a través del medio de control de la reparación directa, lo cierto es que la posición reiterada y más reciente de la Sección Tercera de esta Corporación, obedece a la que acogió el Tribunal demandado.

Así, existe la postura reiterada según la cual, para establecer la competencia por la cuantía de las pretensiones, deberá tenerse en cuenta únicamente los perjuicios materiales presentes, al momento de radicarse la demanda, lo que excluye cualquier reclamación que se cause después o a futuro.

De otra parte, como lo afirma el actor en su demanda de tutela, hay operadores judiciales que han sostenido –de manera aislada- que “los perjuicios que se soliciten al momento de presentación de la demanda por concepto de lucro cesante futuro no son considerados como accesorios, razón por la cual deben ser tenidos en cuenta por el Juez para efectos de determinación de la cuantía del proceso”.

Sin embargo, hay que decir que, en el auto del 3 de marzo de 2014, invocado por la parte actora como precedente desconocido, se estableció que la cuantía se determinaría por la suma de las pretensiones materiales. Es decir, se precisó que este factor se determinaría con el resultado final obtenido por la sumatoria de todos los perjuicios de contenido material del escrito demandatorio para el momento de su presentación, sin tener en cuenta frutos o intereses causados con posterioridad al mismo.

De modo que, si bien tanto la postura del Tribunal, como la que sostiene el actor en la demanda de tutela, han sido consideradas por la Sección Tercera del Consejo de Estado, lo cierto es que, la que fue acogida por la autoridad judicial demandada corresponde a la que se ha reiterado con mayor vehemencia por esta Corporación, y resulta ser la más reciente tesis expuesta por la Subsección A de la referida Sección.

Además, no observa la Sala que con la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se sacrifiquen principios constitucionales, como la doble instancia o el juez natural de la causa, de manera que, sería excesivo y, desprovisto de cualquier habilitación legal, que este juez de tutela conociera una discusión que le corresponde zanjar única y exclusivamente al juez contencioso administrativo.

Visto así el asunto, se confirmará la sentencia del 10 de septiembre de 2018 mediante la cual la Sección Cuarta de esta Corporación denegó el amparo de tutela deprecado.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Confírmase la sentencia del 10 de septiembre de 2018, proferida por la Sección Cuarta de esta Corporación, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Notifíquese a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y envíese copia de la misma al Despacho de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Consejero

� Consejo de Estado. Sala Plena. Expediente número 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado.


� Ibidem.


� Entre otras, se citan las sentencias T - 949 de 2003, T - 774 de 2004 y C - 590 de 2005 de la Corte Constitucional.


�Sentencia del 19 de febrero de 2015, Consejo de Estado, Sección Quinta, M.P. Alberto Yepes Barreiro, Radicado No. 2013-02690-01.


� Ibídem. 


� Corte Constitucional. Sentencia T - 762 de 2011.





